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ARTÍCULO 149 
 

(…) 
 
2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las 
Comunidades Autónomas, el Estado considerará el servicio de la 
cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación 
cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas. 
 
(…) 
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Texto del precepto: 

 

“Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades 

Autónomas, el Estado considerará el servicio de la cultura como deber y 

atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las 

Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.” 
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Desarrollo: 

 

 

I. COMPETENCIA CONCURRENTE. 

 

 

 En el fundamento jurídico 3 de la STC 11/1986, de 28 de enero, 

donde la controversia competencial versaba sobre el título autonómico en 

materia de denominaciones de origen, en colaboración con el Estado, figura 

la siguiente caracterización de la competencia estatal sobre cultura del art. 

149.2 CE: “no estamos tampoco”, se dijo entonces, “ante competencias 

concurrentes en el sentido descrito en el art. 149.2 C.E. a propósito de la 

cultura, materia en la que, sin perjuicio de las competencias asumidas por 

cada Comunidad en su Estatuto, el Estado conserva otras suyas porque 

considera ‘el servicio de la cultura como deber y atribución esencial’ suyo 

(arts. 149.2. C.E. y STC 49/1984, de 5 de abril, fundamento jurídico 6) de tal 

manera que el Estado y tal o cual Comunidad pueden ejercer competencias 

sobre cultura con independencia el uno de la otra, aunque de modo 

concurrente en la persecución de unos mismos objetivos genéricos o, al 

menos, de objetivos culturales compatibles entre sí.” 

 

Distribución 

competencial en 

materia de cultura 

1. Áreas de preferente atención estatal. 

 

 

 Fue justamente en la STC 49/1984, de 5 de abril, sobre calificación 

de películas, donde se delimitó de manera precisa el sistema constitucional 

y estatutario de competencias en materia de cultura. En el fundamento 

jurídico 6 de esta resolución se sentó la doctrina que ha sido reiterada 

posteriormente en numerosas ocasiones y pacíficamente aplicada (entre 

otras, STC 31/2010, de 28 de junio, FJ 73): 

 

 

 “[L]a cultura es algo de la competencia propia e institucional tanto del 

Estado como de las Comunidades Autónomas, y aún podríamos añadir de 

otras comunidades, pues allí donde vive una comunidad hay una 

manifestación cultural respecto de la cual las estructuras públicas 

representativas pueden ostentar competencias, dentro de lo que entendido 

en un sentido no necesariamente técnico-administrativo puede 

comprenderse dentro de ‘fomento de la cultura’. Esta es la razón a que 

Concurrencia de 

competencias. 

Preservación y 

estímulo de los 

valores culturales 
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obedece el art. 149.2 de la C.E. en el que, después de reconocer la 

competencia autonómica afirma una competencia estatal, poniendo el 

acento en el servicio de la cultura como deber y atribución esencial. Hay, en 

fin, una competencia estatal y una competencia autonómica, en el sentido 

de que más que un reparto competencial vertical, lo que se produce es una 

concurrencia de competencias ordenada a la preservación y estímulo de los 

valores culturales propios del cuerpo social desde la instancia pública 

correspondiente. Que en materia cultural es destacada la acción autonómica 

es algo inherente a la Comunidad (art. 2 de la C.E.). 

 

El Estado es titular de una competencia que tendrá, ante todo, un área 

de preferente atención en la preservación del patrimonio cultural común, 

pero también en aquello que precise de tratamientos generales o que hagan 

menester esa acción pública cuando los bienes culturales pudieran no 

lograrse desde otras instancias, es algo que está en la línea de la 

proclamación que se hace en el indicado precepto constitucional. 

 

La STC 177/2016, de 20 de octubre, subrayó, en línea con lo 

anteriormente expuesto, la existencia de una preferente atención por parte 

del Estado en la preservación del patrimonio cultural, en materia de 

tauromaquia. Por esta razón, la Sentencia declaró que la norma autonómica 

que incluía una medida prohibitiva de las corridas de toros y otros 

espectáculos similares, menoscababa las competencias estatales en materia 

de cultura, en cuanto afectaba a una manifestación común e impedía en 

Cataluña el ejercicio de la competencia estatal dirigida a conservar la referida 

tradición cultural, ya que, hacía imposible su preservación. Según se dijo en 

esta Sentencia, “una medida prohibitiva como la aquí analizada menoscaba 

por su propia naturaleza el ejercicio de una competencia concurrente del 

Estado (art. 149.2 CE)” (FJ 7). 

 

Ámbito acción 

estatal: 

preservación 

patrimonio cultural 

común; 

tratamientos 

generales o 

garantía acción 

pública protectora 

 

 Tratándose de las películas que dice el art. 7 de la Ley 1/1982, cuya 

calificación comporta a través de la exhibición unas desgravaciones fiscales 

estatales, la competencia de calificación no puede negarse a la 

Administración del Estado, lo que, obviamente, no cierra el camino al fomento 

por la Generalidad, de películas que tengan interés cultural, sin que esto 

prejuzgue ni el alcance del ejercicio de las competencias de esta naturaleza 

que puedan tener determinadas Comunidades Autónomas, dado el carácter 

concurrente de las competencias estatales y comunitarias en el ámbito 

cultural, ni la solución de futuros conflictos de competencia planteados al 

respecto.” 

 

Calificación de 

películas. 

Competencia 

estatal 

 De modo que el art. 149.2 CE dibuja un ámbito competencial 

concurrente ordenado tanto a la preservación como al estímulo de los 

“valores culturales propios del cuerpo social” por parte de cada una de las 

instancias públicas habilitadas por la Constitución (el Estado central) y los 

respectivos Estatutos de Autonomía (Comunidades Autónomas). En 

particular, por lo que se refiere al Estado, la STC 49/1984 acertó a identificar 

un “área de preferente atención”: “preservación del patrimonio cultural 

común”, “tratamientos generales” y “cuando los bienes culturales pudieran 

no lograrse desde otras instancias”. Importa destacar que este deslinde 

material tiene una doble consecuencia: por una parte, estamos ante ámbitos 
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de actuación exclusiva del Estado, siquiera sea sólo por la naturaleza de las 

cosas; por otra, se trata de áreas “de preferente atención”, de modo que las 

posibilidades de intervención estatal en materia cultural no se agotan en 

ellas, en particular si el Estado actúa haciendo uso de técnicas de fomento: 

“Junto a estas actividades, que competen en exclusiva al Estado, éste puede 

desempeñar también una actividad genérica de fomento y apoyo a las 

diversas manifestaciones culturales, aunque en este supuesto, como se dijo 

en la STC 109/1996 en relación a un asunto similar al aquí enjuiciado, 

deberá limitarse a prever las ayudas que estime pertinentes sin llevar a cabo 

otras actividades normativas y de gestión superpuestas o duplicadas 

respecto de las que corresponden a las Comunidades Autónomas con 

competencias en la materia de cultura.” (STC 71/1997, de 10 de abril, FJ 3). 

 

 

2. Conexión con el título relativo a la protección del patrimonio 

histórico frente a la exportación y la expoliación. 

 

 

 Especial intensidad ha tenido la vinculación de la competencia estatal 

en materia de cultura con la relativa a la protección del patrimonio histórico 

frente a la exportación y la expoliación (art. 149.1.28 CE). Esa intensidad 

sirvió para disipar cualesquiera dudas que pudieran existir acerca de la 

constitucionalidad, desde la perspectiva competencial, de la ambiciosa Ley 

13/1985, de 25 de junio, del patrimonio histórico español. 

 

 

 A este respecto, en la capital STC 17/1991, de 31 de enero, 

resolutoria de los recursos de inconstitucionalidad que se interpusieron en 

relación con diversos preceptos de esta Ley, se hizo hincapié en que “la 

integración de la materia relativa al patrimonio histórico-artístico en la más 

amplia que se refiere a la cultura permite hallar fundamento a la potestad del 

Estado para legislar en aquélla. Y si la cuestionada Ley 13/1985, de 25 de 

junio, pretende, como hemos dicho, establecer el estatuto peculiar de estos 

bienes, en ese amplio designio se comprende, en primer lugar, lo relativo a 

‘los tratamientos generales’ a los que se refiere la citada STC 49/1984 y 

entre ellos, específicamente, aquellos principios institucionales que 

reclaman una definición unitaria, puesto que se trata del Patrimonio Histórico 

Español en general (Preámbulo y art. 1.1).” (FJ 3). 

 

Patrimonio 

histórico. Potestad 

legislativa del 

Estado 

 En esta misma Sentencia se declaró, respecto de la previsión de 

colaboración interadministrativa que se contiene en el art. 2.2 de la Ley del 

patrimonio histórico español que “la previsión genérica de medidas que 

faciliten ‘su’ colaboración y el mutuo intercambio de información en materia 

de Patrimonio Histórico, no sólo no puede considerarse contraria a la 

Constitución, sino exigida por el art. 149.2 CE. Porque además el precepto 

habla de ‘facilitar (no imponer) esa colaboración’ (la de Administración del 

Estado), con los restantes poderes públicos y la de éstos entre sí.” (FJ 5). Es, 

asimismo, la concurrencia competencial en materia de cultural la que explica 

que “ambos (Estado y Comunidades) y por títulos concurrentes en virtud del 

sistema de distribución de competencias, derivado del art. 149.2 C.E. la 

tienen para la difusión internacional del conocimiento del Patrimonio 

Histórico-Artístico” (FJ 6). 

 

Colaboración 

interadministrativa 
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 Obvio es que no puede existir un auténtico Derecho de los bienes 

culturales sin una adecuada catalogación de los mismos. Pues bien, en la 

propia STC 17/1991, FJ 12, también se declaró que el establecimiento de 

registros, catálogos o censos del patrimonio histórico español o de los 

patrimonios especiales, encuentra fundamento competencial en el art. 149.2 

CE. 

 

Catalogación de 

bienes culturales 

 Más recientemente, en relación con la gestión del patrimonio 

archivístico, el tribunal ha extraído “de nuestra jurisprudencia la conclusión 

de que no contradice el art. 149.1.28 CE, en relación con el art. 149.2 CE, 

que los fondos ubicados en archivos de titularidad estatal se integren en 

sistemas archivísticos de las Comunidades Autónomas, en cuanto ello 

implique una calificación que sólo añada una sobreprotección a dichos 

fondos, pero sin incidencia en la regulación, disposición o gestión de los 

fondos documentales ni de los archivos en que se ubican.” (STC 14/2013, 

de 31 de enero, FJ 5; luego reiterada en SSTC 38/2013, de 14 de febrero y 

66/2013, de 14 de marzo; todas ellas resuelven distintos recursos de 

inconstitucionalidad en relación con leyes autonómicas que integran dentro 

de los correspondientes sistemas de archivos los fondos ubicados en 

archivos de titularidad estatal, bien por ser gestionados por el Cuerpo 

facultativo, bien por tratarse de archivos provinciales). 

 

Gestión del 

patrimonio 

archivístico. 

Protección 

 Debe reseñarse la idoneidad de la mención expresa al art. 149.2 CE, 

que no figuraba en el fundamento jurídico 74 de la STC 31/2010, donde 

arranca la tesis de que la integración de esos fondos archivísticos no supone 

su salida de los archivos estatales sino sólo una mayor protección. En ese 

pasaje de la Sentencia de 28 de junio de 2010 se argumenta en los 

siguientes términos, que no hacen referencia alguna al art. 149.2 CE: “El art. 

149.1.28 CE reserva al Estado la titularidad de determinados archivos, sin 

perjuicio de su posible gestión por las Comunidades Autónomas, por lo que 

los Estatutos de Autonomía no pueden atribuir a las Comunidades 

Autónomas potestades de disposición sobre los bienes o fondos de los 

archivos de titularidad estatal que menoscaben o perturben las 

competencias del Estado para regular y gestionar sus archivos. Ahora bien, 

la integración en el sistema de archivos de Cataluña de sus fondos situados 

en el Archivo de la Corona de Aragón y en el Archivo Real de Barcelona no 

supone alteración del régimen unitario de éstos, ni conlleva afectación 

alguna de la competencia estatal, como expresamente reconoce la 

representación procesal del Parlamento de Cataluña, de manera que la 

prescripción estatutaria, que no puede significar la desaparición de la 

titularidad y libre disposición estatal de esos fondos, se limita a introducir una 

calificación que sólo puede añadir una sobreprotección a dichos fondos.” 

 

 

La STC 122/2014, de 17 de julio, declara que corresponde al Estado 

la definición genérica y esencial de las notas que determinan que un bien sea 

declarado de interés cultural, “pues de este modo se garantiza un 

tratamiento general en toda España (art. 149.2 CE) y se evita que los bienes 

que lo merezcan sean excluidos de la protección máxima que esta categoría 

supone (art. 149.1.28 CE)”, más allá de lo cual se abre el terreno para la 

intervención autonómica en virtud de su competencia general en materia de 

patrimonio histórico (FJ 3).  
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II. EL CARÁCTER POLIÉDRICO DE LAS MANIFESTACIONES CULTURALES: LA 

CINEMATOGRAFÍA. 

 

 

 El Tribunal ha construido su doctrina en torno a la competencia 

concurrente en materia cultural sin perder en ningún momento de vista que 

las distintas facetas o manifestaciones de la cultura son susceptibles de 

regularse desde distintos títulos competenciales. 

 

 

 A esta realidad se refiere expresamente la STC 153/1989, de 5 de 

octubre, FJ 4, en relación con la cinematografía. En dicha Sentencia se 

constata que el cine constituye “una actividad que puede subsumirse en 

diversas reglas competenciales, constitucionales y estatutarias, lo que no es 

sino consecuencia de su complejo carácter como fenómeno cultural, social, 

económico e industrial, pues de todos estos matices o aspectos participa. 

Será después el sentido y finalidad de las diversas normas objeto de conflicto 

lo que marque el aspecto predominante, según incidan más o menos en el 

factor artístico o creador, en el internacional, en el comercial o en el 

industrial, cuando no en el mero o simple entretenimiento, desembocando 

con el reconocimiento del predominio de uno u otro aspecto en el del título 

competencial de aplicación preferente.” De suerte que el encuadramiento 

competencial de una determinada medida no puede llevarse a cabo 

atendiendo exclusivamente a su objeto sino que ha de atender 

preferentemente al “sentido y finalidad” de la norma.  

 

Cinematografía. 

Título 

competencial de 

aplicación 

preferente 

 Prueba de ello, sigue diciendo la Sentencia de 5 de octubre de 1989, 

“son las distintas resoluciones recaídas en materias cinematográficas 

sometidas a este Tribunal, determinando en cada una de ellas el título 

competencial preferente. Se ha tenido en cuenta, por ejemplo, la aplicación 

de medidas de carácter fiscal (SSTC 49/1984 y 87/1987), o las restrictivas 

que implican limitaciones de derechos reconocidos en el art. 20 C.E. (SSTC 

49/1984 y 153/1985), o bien la actividad registral dirigida al control del 

ejercicio de las competencias estatales, para atribuir en unos casos la 

competencia al Estado (STC 157/1985). En otros se ha considerado la 

‘cultura’ como la regla más fuerte para atribuir la competencia al Estado, 

como medida de fomento, en los supuestos de cine de arte y ensayo, como 

actividad de estímulo de bienes culturales (STC 49/1984), o bien 

estableciendo que la ‘cultura’ es competencia compartida, para declarar la 

de la Comunidad catalana en cuanto a las películas de especial interés o más 

adecuadas para la infancia que se exhiban en su territorio, y competencia 

exclusiva de esa Comunidad para la concesión de licencias de doblaje a las 

Empresas distribuidoras domiciliadas en Cataluña (STC 106/1987).” Por el 

contrario, en otros casos “se ha “aplicado como predominante la regla 

relativa a espectáculos, es decir, en los que el cine es visto como medio de 

diversión o distracción, que es la mayor parte de los supuestos. Sucedió así 

en materia de cuotas de pantalla y distribución, como medidas dirigidas al 

entretenimiento o distracción del público (SSTC 143/1985 y 87/1987), en 

relación con las normas competenciales autonómicas (9.29 y 31 del EAC) 

relativas a ‘espectáculos’ y ‘ocio’ en su propio territorio; así también en lo 

relativo al Fondo de Protección a la cinematografía, contemplada ésta en el 

caso como espectáculo (STC 149/1985) y, en fin, en lo que respecta al signo 

Supuestos de título 

competencial 

preferente 
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‘S’, en tanto que información al espectador y encuadrable en aquel rótulo 

(STC 153/1985). Casos todos estos en los que la titularidad de la 

competencia se reconoció a favor de la Generalidad, en tanto que el titular 

de la competencia plena en materia de espectáculos.” 

 

 Cabe añadir que, en el caso concreto objeto del conflicto competencial 

resuelto por la STC 153/1989, la orden del Ministerio de Presidencia 

regulando la realización de películas cinematográficas en coproducción 

controvertida se encuadró en la competencia sobre industria pues en la 

norma primaba la vertiente económica sobre la creación cultural. 

 

III. ACTIVIDADES DE REGULACIÓN Y FOMENTO; COOPERACIÓN 

ADMINISTRATIVA EN MATERIA CULTURAL. 

 

 

 En la STC 49/1984 el Tribunal encuadró dentro de la competencia 

estatal sobre cultura los preceptos de la Ley 1/1982, de 24 de febrero, 

reguladora de las sales especiales de exhibición cinematográfica, la 

Filmoteca Nacional y las tarifas de las tasas por licencia de doblaje. Las salas 

especiales a la que se hacía mención en el título de la Ley eran las habilitadas 

para la exhibición de películas de “arte y ensayo” y calificadas como “X”. Esta 

Sentencia sentó como premisa de su argumentación una clara distinción 

entre ambos tipos de películas:  

 

Salas especiales 

de exhibición 

cinematográfica 

 “El problema, respecto de las películas de ‘Arte y Ensayo’, se sitúa más 

en el marco del fomento de la cultura, porque la finalidad de las normas (las 

hemos recordado en el fundamento jurídico anterior) se orienta a la 

protección y estímulo de unos bienes culturales, mediante técnicas de 

fomento referidas a películas de nacionalidad española o extranjeras que 

revistan interés cultural. Por el contrario, el conjunto de medidas, coactivas 

unas y desestimulatorias otras, dependientes de la calificación de películas 

‘X’, se configuran, en un aspecto relevante, como un límite a las libertades 

que proclama el art. 20 de la C.E. Aparece así que es relevante, tratándose 

de las películas de ‘Arte y Ensayo’, el aspecto cultural; en las películas ‘X’ el 

aspecto protector en el sentido indicado al final del fundamento jurídico 

cuarto.” (FJ 5). 

 

Régimen de las 

películas “X” y de 

“arte y ensayo” 

 De donde se concluye en el fundamento jurídico 7 lo siguiente: “Que 

en la regla del art. 148.1.19 (adecuada utilización del ocio) y en la del art. 

9.31 (espectáculos) deba comprenderse, con preferencia a toda otra regla 

competencial, la calificación de películas objeto de la Ley 1/1982, no resulta, 

sin más, de la consideración del ‘cine’ como espectáculo. Por de pronto, esto 

no es así para el régimen de las películas de ‘Arte y Ensayo’, como 

antecedente para dotarlas del estímulo fiscal que establece el art. 8 de la 

mencionada Ley, como hemos dicho anteriormente. Tampoco para las 

películas ‘X’, el art. 9.31 del E.A.C. atrae a su ámbito la calificación. La regla 

preferente es aquí la que arrancando del carácter de limitación tal como 

resulta de la protección a la juventud y a la infancia (fundamento jurídico 

quinto), actuando mediante la técnica de prohibición (art. 1 de la Ley 1/1982) 

y la depresión económica, a través de medidas negativas (art. 5), sujeción a 

una exacción parafiscal (art. 3) y agravación de una modalidad impositiva 

(artículo 4) requiere un tratamiento básico uniforme. Tratándose de una 

Películas “X”. 

Regla preferente: 

protección a la 

juventud y a la 

infancia (art. 20.4 

CE) 
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limitación que tiene su justificación constitucional en el art. 20.4 de la C.E., 

debe garantizarse un mismo contenido básico a esta vertiente negativa de la 

libertad que proclama el indicado precepto, contenido que atrae a la 

competencia estatal en el marco del art. 149.1.1 la calificación de las 

películas ‘X’ 

 

 Si bien en aquella ocasión el Tribunal convino en que el 

establecimiento de una medida negativa desplaza la materia a la 

competencia del art. 149.1.1 CE, no parece que ello haya de ser 

necesariamente así siempre. En particular, pueden existir medidas negativas 

que constituyan “tratamientos generales” de la cultura y por eso se 

encuadren en la competencia del art. 149.2 CE. 

 

Competencia 

estatal. Medidas 

negativas, 

“tratamientos 

generales” 

 Sea como fuere, también en relación con las que podríamos 

denominar “medidas positivas” existe un espacio para la intervención 

autonómica, según se constató en la STC 106/1987, de 25 de junio. En 

aquella ocasión se controvertía un real decreto sobre medidas de fomento de 

la cinematografía española. 

 

 

Competencia 

autonómica. 

Medidas positivas: 

fomento 

 La normación estatal se insertó en la competencia sobre cultura, pero 

la declaración de películas “de especial interés cinematográfico”, 

“especialmente adecuadas para la infancia” y la concesión de licencias de 

doblaje, que se supeditaba a la exhibición de películas españolas, 

correspondía a la Generalitat de Cataluña en virtud de su título competencial 

específico sobre cinematografía.  

 

Competencia 

autonómica. 

Medidas positivas: 

fomento 

 Según se indicó en el fundamento jurídico 4 de esta Sentencia, “[l]a 

protección de la cinematografía nacional, la propia unidad del sistema, y el 

tratamiento general en su conjunto, quedan suficientemente asegurados con 

el establecimiento y exigencias de este condicionamiento legal para la 

concesión de licencias. Sin embargo, dado el carácter estrictamente reglado 

de la decisión, para la que no cabe margen alguno de discrecionalidad, no 

existe razón alguna para negar la actuación administrativa directa de carácter 

reglado de los órganos autonómicos, que tienen asignada la competencia 

ejecutiva en materia de industria, en este caso cinematográfica, sin que ello 

suponga un obstáculo para el funcionamiento y la viabilidad del sistema 

mismo de la cuota de distribución. 

 

Concesión de 

licencias 

A ello se une la existencia de competencias atribuidas al Ministerio de 

Economía y Hacienda en lo relativo a la importación de películas extranjeras, 

lo que permite a la Administración del Estado una intervención respecto a los 

temas que afectan al comercio internacional.” 

 

Importación de 

películas 

extranjeras 

 

De acuerdo con la doctrina sentada en la STC 109/1996, de 13 de 

junio, la competencia estatal en materia de cultura ex art. 149.2 CE 

representa, a efectos del ejercicio de la potestad subvencional, un título 

genérico, básico o de coordinación “que se entrecruza con una competencia 

exclusiva de las Comunidades Autónomas sobre una materia. En tales 

supuestos, dijimos allí, el Estado puede consignar subvenciones en sus 

Presupuestos Generales, determinando de forma genérica su destino y 
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regulando sus condiciones esenciales de otorgamiento hasta donde lo 

permita la competencia genérica, básica o de coordinación, pero siempre que 

deje un margen a las Comunidades Autónomas para concretar con mayor 

detalle la afectación o destino, o, al menos, para desarrollar y complementar 

la regulación de las condiciones de otorgamiento de las ayudas y su 

tramitación. Además, la gestión de estos fondos corresponde a las 

Comunidades Autónomas, salvo en los casos excepcionales en los que la 

gestión centralizada por parte del Estado resulte imprescindible para 

asegurar su plena efectividad dentro de la ordenación básica del sector y 

para garantizar iguales posibilidades de obtención y disfrute por parte de sus 

potenciales destinatarios en todo el territorio nacional, evitando, al propio 

tiempo que se sobrepase la cuantía global de los fondos que hayan de 

destinarse al sector (STC 13/1992, fundamento jurídico 8).” (FJ 5). 

 

 Con respecto a las medidas de fomento, en la reciente STC 89/2012, 

de 7 de mayo, donde el objeto del conflicto de competencia era una 

convocatoria de ayudas del Instituto Nacional de Artes Escénicas y de la 

Música para espacios escénicos, se afirmó, sintetizando una larga línea 

jurisprudencial que “[e]n definitiva, el Estado por la vía del art. 149.2 CE 

puede establecer acciones de fomento en materias culturales, bien de 

manera especialmente intensa en relación con aquellas cuestiones que 

requieran de tratamientos generales o que exijan de una acción pública 

supraordenada a la de una o varias Comunidades Autónomas; bien, como 

suele ser más habitual, en ejercicio de un título genérico de intervención, 

anclado en el deber que la Constitución le impone en el servicio de la cultura.” 

(FJ 3). Entre los antecedentes de esta declaración cabe entresacar las SSTC 

13/1992, de 6 de febrero, FJ 13 (partidas del Ministerio de Cultura de las 

Leyes de presupuestos generales del Estado para 1988 y 1989); 16/1996, 

de 1 de febrero (partidas de ese mismo Departamento ministerial destinadas 

a archivos en los presupuestos generales del Estado para 1990); 109/1996, 

de 13 de junio, en este caso ayudas para museos, y 71/1997, de 10 de abril, 

ayudas al libro. 

 

 

 El propio art. 149.2 CE hace un llamamiento a la cooperación entre 

instancias territoriales competentes en materia cultural, sobre el que ha 

reflexionado el Tribunal en la STC 31/2010, al enjuiciar la constitucionalidad 

del art. 127 del nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña, que hace 

referencia a la exclusividad de las competencias culturales de la Generalitat 

y al necesario acuerdo previo a la intervención estatal en bienes culturales 

en Cataluña. Frente al rigor de la literalidad del precepto estatutario, en la 

Sentencia se defiende “una interpretación del precepto compatible con ese 

mandato constitucional inequívoco, pues el propio art. 149.2 CE impone 

también al Estado que el cumplimiento de sus responsabilidades en el 

ámbito de la cultura —que lo son, en todo caso, ‘sin perjuicio de las 

competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas’— se 

verifique ‘de acuerdo con ellas’, lo que implica antes una invocación genérica 

y de principio a la colaboración entre Administraciones que son titulares de 

competencias concurrentes en un ámbito material compartido, que el 

sometimiento del ejercicio de las competencias del Estado a la condición del 

consentimiento de las Comunidades Autónomas en cada caso, lo que sería 

incompatible con su naturaleza indisponible e irrenunciable. Interpretado en 
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el sentido que se desprende del propio art. 149.2 CE, el ‘acuerdo’ también 

invocado en el art. 127.3 EAC no es contrario a la Constitución toda vez que 

ha de entenderse que la inexistencia de dicho acuerdo no puede impedir el 

cumplimiento por el Estado del deber que aquel precepto constitucional le 

impone.” (FJ 73). Se trata de una concreción del criterio general conforme al 

cual las competencias reservadas al Estado por el art. 149 CE no están al 

albur de lo que pueda disponer cada uno de los legisladores estatutarios. 
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APÉNDICE DE DOCTRINA CONSTITUCIONAL 

 

SSTC 

 

OBJETO 

 

49/1984 Ley 1/1982, de 24 de febrero, por la que se regulan las salas especiales 

de exhibición cinematográfica, la Filmoteca Española y las tasas por 

licencia de doblaje 

 

11/1986 Denominación de origen “Empordá-Costa Brava” 

 

87/1987 Clasificación de películas y material audiovisual 

 

106/1987 Protección a la cinematografía española 

 

153/1989 Películas en coproducción 

 

17/1991 Ley 16/1985, de 25 de junio, del patrimonio histórico español 

 

13/1992 Leyes de presupuestos generales del Estado para 1988 y 1989 

 

16/1996 Ley de presupuestos generales del Estado para 1990 

 

109/1996 Ayudas para museos 

71/1997 Ayudas al libro 

 

31/2010 Estatuto de Autonomía reformado de Cataluña (Ley Orgánica 6/2006, 

de 19 de julio) 

 

89/2012 Convocatoria de ayudas para espacios culturales 

 

14/2013 Ley del Parlamento de Cataluña 10/2001, de 13 de julio, de archivos y 

documentos 

 

 

38/2013 Ley de las Cortes de Castilla y León 7/2004, de 22 de diciembre, que 

reforma la Ley archivos y patrimonio documental de Castilla y León 

 

66/2013 Ley de las Cortes Valencianas 3/2005, de 15 de junio, de archivos 

 

122/2014 Ley de la Asamblea de Madrid 3/2013, de 18 de junio, de patrimonio 

histórico de la Comunidad de Madrid 
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APÉNDICE DE DOCTRINA CONSTITUCIONAL 

 

SSTC 

 

OBJETO 

 

177/2016 Ley del Parlamento de Cataluña 28/2010, de 3 de agosto, prohibición 

de festejos taurinos 
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